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RESUMEN 
 

El presente trabajo de investigación dará a conocer el nuevo criterio adoptado por el 

Indecopi, respecto al despliegue de todas las medidas de seguridad contenidas en la Resolución 

Nº 6523-2013. Sin embargo, actualmente el Indecopi viene utilizando este nuevo, pretendiendo 

dejar sin efecto la aplicación de la improcedencia de las imputaciones en los casos de 

subsanación voluntaria de la infracción con anterioridad a la imputación de cargo (Decreto 

Legislativo N°1308º que modifica el Código de Protección y Defensa del Consumidor). 

Sobre el particular, es preciso tener en consideración que, el referido cuerpo normativo 

limita la potestad sancionadora del Indecopi, como entidad estatal encargada de resguardar y 

velar por la protección de los consumidores, en los casos en los que se evidencia la 

improcedencia de la denuncia, entendida como la ausencia de justificación legal para emitir 

pronunciamientos de fondo sobre la materia controvertida. 

En ese sentido, tal como será desarrollado en el presente trabajo, se evidenciará que la 

Comisión no está siguiendo una línea clara en el análisis del deber de monitoreo cuando los 

consumidores financieron denuncian presuntas operaciones no reconocidas, vulnerando la 

finalidad de la improcedencia contemplada en el Decreto Legislativo N° 1308, que modifica el 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, utilizándose en los casos en los que por 

improcedencia parcial se impida y/o extinga la potestad administrativa del Indecopi para 

pronunciarse sobre el fondo de la materia controvertida. 
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Instancia administrativa o jurisdiccional Sala Especializada en Protección al 
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I. Introducción 

1.1 Justificación de la elección de la resolución 

La presente resolución resultó de mi interés en la medida que, en esta, se encuentra 

inmerso un nuevo criterio adoptado por el Indecopi: “Obligatorio análisis de todas las medidas de 

seguridad contempladas legalmente por la norma sobre la materia hayan sido o no invocadas por 

el cliente". 

Este nuevo criterio adoptado desde principios del presente año e invocado en las 

resoluciones por denuncias de operaciones irregulares en las cuentas o tarjetas de los clientes 

de entidades bancarias ha sido utilizado en resoluciones posteriores, en las cuales se ha 

pretendido sin efecto la aplicación de la improcedencia de las imputaciones en los casos de 

subsanación voluntaria de la infracción con anterioridad a la imputación de cargo (Decreto 

Legislativo 1308). 

En ese sentido, resulta importante analizar este nuevo criterio y su posterior aplicación en 

distintas resoluciones que prodrían estar vulnerando la finalidad de la improcedencia 

contemplada en el DL 1308, utilizandose en los casos y/o en los que por improcedencia total o 

parcial se impida y/o extinga la potestad administrativa del INDECOPI para pronunciarse sobre 

el fondo de la materia controvertida. 

1.2 Presentación del caso 

El Indecopi, en la Resolución materia de análisis, adoptó un nuevo criterio de análisis de 

monitoreo de las operaciones no reconocidas por los denunciantes. A partir de la revisión de la 
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resolución, considero que este nuevo criterio no estaría dejando sin efecto la aplicación de la 

figura de improcedencia de las imputaciones, en los casos de subsanación voluntaria de la 

infracción con anterioridad a la imputación de cargo, establecida en el Decreto Legislativo 1308.  

Si bien, a mi criterio, la Sala resolvió conforme a Ley el presente caso; considero que 

resulta importante resaltar la importancia del nuevo criterio adoptado por la Sala respecto al 

"Obligatorio análisis de todas las medidas de seguridad contempladas legalmente por la norma 

sobre la materia hayan sido o no invocadas por el cliente", toda vez que la Comisión de Protección 

al Consumidor, en los distintos fallos, viene vulnerando la figura de improcedencia por 

subsanación previa, en virtud a una incorrecta aplicación del criterio precitado. 

II. Identificación de hechos relevantes 

Los señores Hernando Guillermo Serna Parker y Hernando Miguel Serna Venegas eran 

los titulares de la Cuenta de Ahorros Mancomunada Nº 0011-****-******4584 administrada por el 

Banco BBVA Perú.  

Con fecha 05 y 06 de diciembre del 2020 se realizaron varias operaciones no reconocidas 

en esta cuenta; hecho que generó la interposición de reclamos al Banco por parte de los 

denunciantes. En virtud a dichos reclamos el Banco realizó la devolución de ciertos importes; 

siendo que, a la fecha del inicio del procedimiento, 12 de julio del 2021, el Banco no devolvió dos 

operaciones por el importe de S/ 10,000.00 cada una.  

En razón a la negativa de devolución de estos dos importes por parte de la entidad 

bancaria es que se inicia el procedimiento por presuntas infracciones a la Ley 29571, Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, en atención a que el Banco no habría adoptado las 
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medidas de seguridad pertinentes al permitir la realización de dos transacciones en la cuenta de 

ahorros mancomunada de los denunciantes.  

Con fecha 11 de agosto del 2021, el Banco presentó sus descargos, indicando que:  

• El señor Serna Venegas se encontraba afiliado a la Banca Móvil y a la clave Token con el 

celular 995***430. 

• Las dos operaciones cuestionadas fueron realizadas válidamente a través de la Banca 

Móvil del denunciante, con el ingreso de la clave secreta y autorización de la clave token 

digital. 

• Se presentó el sistema informático denominado “Log de Operaciones KT-80”, en el que 

se apreciaba el día y la hora de realización de las operaciones y el correcto registro de 

ingreso a la Banca Móvil. 

• Se realizó el análisis de las operaciones previas del cliente y se determinó que usualmente 

la cuenta registraba operaciones por el canal “Banca Móvil” y por importes similares y 

mayores con anterioridad a la realización de las operaciones cuestionadas. 

 Con fecha 24 de setiembre del 2021, los denunciantes absolvieron los descargos 

presentados por el banco, indicando lo siguiente:  

• El Banco no pudo demostrar de manera satisfactoria su afiliación a la clave del token 

digital. Además, se argumentó que no se proporcionó una explicación adecuada sobre la 

falta de generación de alertas en su sistema de monitoreo en relación a las operaciones 

objeto de denuncia. 
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• El Banco no pudo comprobar la validez de las transacciones realizadas, ya que las 

pruebas presentadas carecían de una explicación suficiente que permitiera refutarlas 

adecuadamente, lo que limitó su capacidad de defenderse 

• El Banco no hizo mención de las medidas preventivas tomadas en los días siguientes a 

las operaciones fraudulentas. 

Con fecha 04 de enero del 2022, la Secretaría Técnica de la Comisión emitió el Informe 

Final de Instrucción 0024-2022/CC1-ST, en el que se otorgó un plazo de cinco (05) días hábiles 

a las partes para presentar sus descargos. Es así que con fecha 12 de enero del 2022, los 

denunciantes presentaron los descargos correspondientes, reiterando lo señalado en su 

denuncia y añadiendo lo siguiente:  

• Que no se tuvo en cuenta que la primera operación cuestionada se llevó a cabo tres (3) 

horas después de iniciar sesión en la Banca Móvil, y que durante ese lapso se realizaron 

otras operaciones que posteriormente fueron rechazadas por el Banco. 

• Que no se habían tenido en cuenta las características del "Sistema de Monitoreo Plus", lo 

cual afectaba el derecho a la defensa y el debido procedimiento administrativo. 

• Dado que se llevaron a cabo ocho (8) operaciones fraudulentas que fueron rechazadas 

por el Banco antes de las operaciones cuestionadas, se debió generar una alerta en 

relación a las operaciones subsiguientes. 

Con fecha 19 de enero del 2022 se emitió la Resolución Nº 0095-2022/CC1, mediante la 

cual la Comisión declaró infundada la denuncia interpuesta por los señores Serna, considerando 
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que la entidad bancaria adoptó las medidas de seguridad pertinentes al permitir que se efectúen 

las dos operaciones no reconocidas por los denunciantes.  

El día 15 de febrero del 2022, los denunciantes apelaron dicha resolución, señalando lo 

siguiente:  

• El correcto ingreso a la sesión de banca móvil no determinaba que éste no haya sido 

fraudulento, puesto que, esto era posible a través de fraudes cibernéticos. Tan es así que 

el denunciado, ante la realización de diez (10) operaciones no reconocidas en las cuentas 

del señor Serna Venegas, resolvió como procedente tres (3) de los reclamos interpuestos 

por éste, con el correspondiente reembolso del dinero sustraído ascendente al monto de 

S/ 22,695.95, los cuales, a su vez, también fueron realizados a través de la Banca Móvil. 

• Si bien estaban afiliados a la Banca Móvil del Banco, nunca habían realizado 

anteriormente operaciones a través de dicha banca, sino únicamente a través de la página 

web del banco. 

• Los egresos de la cuenta mancomunada por montos similares o mayores a S/ 10,000.00 

corresponden exclusivamente a transferencias interbancarias, una a la esposa del señor 

Serna Parker y un retiro en efectivo, pero nunca al pago de tarjetas de crédito y menos si 

eran de terceros. 

• Los únicos pagos a tarjetas de crédito se realizaron en dos (2) ocasiones y eran productos 

financieros de su titularidad y por montos similares o menores a S/ 1,300.00.  

Es así que con fecha, 5 de diciembre del 2022 la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor emitió la resolución Nº 2616-2022/SPC-INDECOPI, mediante la cual realizaron un 
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nuevo análisis respecto a la validez de las operaciones cuestionadas determinando, finalmente 

que, quedó acreditado que “… la entidad bancaria adoptó las medidas de seguridad 

correspondientes al permitir el procesamiento de dos (2) transacciones realizadas los días 5 y 6 

de diciembre de 2020, con cargo a la Cuenta de Ahorros Mancomunada 0011 -*-**4584,de 

titularidad de los consumidores, las mismas que guardaban concordancia con la conducta 

habitual de consumo de los denunciantes, siendo que además dichas operaciones se ejecutaron 

en cumplimiento de los requisitos de validez exigidos para tal fin.”  

Al respecto resulta relevante tener en consideración que la presente resolución contiene 

el Voto Singular de la señora Vocal Roxana María Irma Barrantes Cáceres en el cual se hace 

referencia a un nuevo criterio de análisis de las operaciones no reconocidas en las cuentas o 

tarjetas de los clientes: "Obligatorio análisis de todas las medidas de seguridad contempladas 

legalmente por la norma sobre la materia haya sido o no invocadas por el cliente". 

III. Identificación de los principales problemas jurídicos 

3.1 Problema principal 

Pese a la declaración de improcedencia parcial por subsanación previa emitida por la 

autoridad administrativa en los casos de cuestionamiento por operaciones no reconocidas en 

productos financieros, ¿El Indecopi podría incluir en el análisis del comportamiento habitual de 

consumo del denunciante dichas operaciones previamente subsanadas, sin tener en 

consideración los efectos que acarrea la figura de improcedencia? 
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3.2 Problemas secundarios 

• En los casos en los que exista subsanación parcial previa del hecho invocado por el 

denunciante, ¿Se podría evaluar e invocar estos hechos antes subsanados al momento 

de graduar la sanción por parte de la autoridad administrativa? 

• ¿En qué consiste el deber de monitoreo y el análisis del patrón de consumo habitual de 

los clientes financieros? 

IV. Posición del candidato 

4.1 Respuestas preliminares a los problemas principal y secundarios 

Considero que la declaración de improcedencia parcial por subsanación previa y 

voluntaria emitida por la autoridad administrativa, contemplada en el literal f) del artículo 108 del 

Decreto Legislativo N° 1308, que modifica el Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

debe subsistir tanto en la imputación de cargos respecto a la adopción de las medidas de 

seguridad pertinentes al permitir que se efectuarán las operaciones cuestionadas por el 

denunciante, así como, en el análisis posterior del patrón de consumo habitual de sus clientes.  

La finalidad de la referida norma radica en ponerle fin a los procedimientos en los cuales 

se ha subsanado previamente el cuestionamiento del denunciante; en ese sentido, la autoridad 

administrativa pierde la potestad sancionadora conferida por el Estado, de modo que, no resulta 

relevante un pronunciamiento respecto de una conducta cuestionada y subsanada previamente 

a la imputación de cargos.  
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En ese sentido, si la autoridad administrativa analiza dichas operaciones se estaría 

vulnerando la aplicación y la finalidad de la improcedencia como incentivo para el proveedor de 

subsanar su conducta antes del inicio del procedimiento administrativo. 

4.2 Posición individual sobre el fallo de la resolución 

Con relación al presente caso, no me encuentro de acuerdo con la forma de resolver de 

la Comisión de Protección al Consumidor; en la medida que, si bien la autoridad realizó un 

correcto análisis de la denuncia al declarar la improcedencia parcial respecto de las dos  

por la presunta infracción al Código, toda vez que, el Banco no habría adoptado las 

medidas de seguridad pertinentes al haberse realizados las operaciones cuestionadas, 

 luego de ello, analiza el patrón de consumo de la denunciante incluyendo estas dos 

operaciones calificadas previamente como improcedentes. 

Al respecto, es preciso señalar que, el supuesto de improcedencia recogido en el Decreto 

Legislativo N° 1308, resulta aplicable para una etapa previa y formalmente distinta dentro del 

procedimiento administrativo; siendo que, para que la autoridad emita un pronunciamiento sobre 

el fondo (validez de las operaciones y patrón de consumo), previamente la denuncia y/o 

imputación de cargos debió haber superado la etapa de calificación de procedencia y/o análisis 

previo del cumplimiento de los presupuestos procedimentales (Interés para obrar, prescripción y 

los presupuestos contemplados en el artículo 108 del Decreto Legislativo 1308º). 

 En atención a lo expuesto, considero que lo establecido por la Comisión contraviene las 

disposiciones legales contenidas en el Decreto Legislativo 1308, dejando sin efecto la aplicación 

de la improcedencia por subsanación voluntaria de la infracción con anterioridad a la notificación 
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de la imputación de cargos, al imponer una medida correctiva, sin tener en consideración la 

extinción legal de la potestad administrativa de la autoridad para pronunciarse sobre el fondo de 

la materia controvertida. 

V. Análisis de los problemas jurídicos 

5.1 Introducción 

El presente trabajo busca evidenciar que la aplicación del nuevo criterio adoptado por el 

Indecopi de “realizar un análisis conjunto de las medidas de seguridad, hayan sido, o no, 

expresamente invocadas por el cliente” en la resolución de denuncias relacionadas a operaciones 

no reconocidas vulnera el artículo 108° del Decreto Legislativo N° 1308, Ley que modifica el 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, respecto a la improcedencia de la denuncia en 

casos en los que el proveedor haya subsanado previamente la conducta que motivó la 

presentación de la denuncia. 

Para estos efectos es pertinente señalar que se trata de un nuevo criterio adoptado a fines 

del año 2022, motivo por el cual se entiende que no exista a la fecha un criterio unificado. Tal 

como se desarrollará en el presente trabajo, las resolucióones Nº 0278-2022/CC1 y Nº 3674-

2022/CC1, utilizando este nuevo criterio, llegan a conclusiones contrarias, siendo que en ésta 

última el Indecopi pretende incluir en el análisis del deber de monitoreo de las operaciones 

previamente subsanadas por el demandado, señalando que  

“(…) si bien ha quedado acreditado que la entidad bancaria devolvió los 

importes de S/ 9.900,00 y S/ 9.900,00, con anterioridad a la interposición de 

la denuncia, esta Comisión considera pertinente precisar que corresponde 

realizar la evaluación de dichas transacciones a fin de determinar si 
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formaban parte del comportamiento habitual de consumo de la denunciante, 

en la medida que la devolución efectuada no se constituye en suficiente para 

declarar la improcedencia del presente extremo (patrón de consumo)”. 

(Indecopi, Resolución N° 3674-2022/CC1, 2022) 

5.2 Antecedentes 

Es preciso tener en consideración cuál era el criterio que, anteriormente, el Indecopi 

adoptaba para analizar los casos en los que el proveedor financiero incurría en presunta 

infracción al deber de idoneidad contenido en los artículos 18° y 19° de la Ley N° 29571, Código 

de Protección y Defensa del Consumidor, en tanto el proveedor denunciado no habría adoptado 

las medidas de seguridad correspondientes, permitiendo que se realicen operaciones no 

reconocidas por los denunciantes. 

A manera de ejemplo, en la resolución Nº 1081-2019/CC1, la Comisión de Protección al 

Consumidor señala, con relación a las medidas de seguridad, lo siguiente:  

“25. Del análisis de dicha norma, se desprende que lo que busca garantizar 

es que, en cualquiera de los escenarios en que se realice la operación de 

consumo, esta se haya efectuado en observancia de las medidas de 

seguridad correspondientes, por lo cual se exige a las entidades financieras 

contar con el sustento que acredite de manera indubitable la autorización 

realizada por el cliente…” (Indecopi, Resolución Nº 1081-2019/CC1, 2019) 

Es decir, antes de la inclusión de este nuevo criterio, bastaba solamente con evidenciar la 

validez de la operación materia de controversia, con medios probatorios que pudieran demostrar 

que, efectivamente, la operación fue procesada de forma correcta, sin tomar en consideración el 

análisis del patrón de consumo del cliente.  
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En la resolución precitada, respecto al análisis de las medidas de seguridad, la Comisión 

solo se limita a revisar los medios probatorios adjuntados por el proveedor, que permiten 

evidenciar que tres (3) de las ciento treinta y seis (136) operaciones cuestionadas se realizaron 

correctamente con el ingreso de la información confidencial de conocimiento y uso exclusivo del 

denunciante, sin emitir pronunciamiento alguno sobre el historial de transacciones previas, patrón 

de consumo y/o deber de monitoreo de las entidades financieras.  

Ahora bien, la resolución que motiva el presente trabajo, ingresa un nuevo criterio que se 

desprende a partir de los numerales 17 y18, en los cuales, la Comisión señala lo siguiente: 

“17. Bajo este orden de ideas, las expectativas razonables de un 

consumidor, al contar con un producto financiero con las entidades 

financieras, importan que estas desplieguen todas las medidas de seguridad 

contempladas a su cargo legalmente (sin excepción alguna), siendo que, la 

falta de observancia de una de ellas comportaría la prestación de un servicio 

financiero idóneo. 

18. Siendo ello así, incluso si un consumidor no manifiesta su 

disconformidad con la conducta de su contraparte, en lo concerniente al 

deber de monitoreo de operaciones contemplado en el artículo 17º del 

Reglamento, corresponde a la autoridad administrativa evaluar el 

cumplimiento de dicha garantía legal, al constituir parte del cumplimiento del 

deber de idoneidad en virtud de las medidas de seguridad adoptadas por el 

proveedor frente a la transacción cuestionada.  (Indecopi, Resolución N° 

2616-2022/SPC, 2022) 

 Es decir, la autoridad pretende que, aunque el propio consumidor no haya cuestionado la 

infracción respecto de las medidas de seguridad contempladas en la normativa sectorial, de igual 

forma el Indecopi se encuentra facultado a realizar el análisis conjunto de todas las medidas de 

seguridad (validez de las operaciones y análisis del patrón habitual de consumo). 
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Sobre el particular, considero que, resulta un gran avance por parte de la autoridad, la 

inclusión de un nuevo criterio que busque salvaguardar de la mejor manera los intereses de los 

consumidores, al imponer la carga sobre los proveedores de los servicios financieros de 

implementar todas las medidas de seguridad contempladas en la Resolución SBS Nº 6523-2013, 

incluyendo el deber de monitoreo y construcción de un patrón de consumo habitual de los clientes, 

hayan sido o no, alegadas por el denunciante, con la finalidad de alertar posibles operaciones 

fraudulentas y evitar, de esta forma, mayores perjuicios económicos a los consumidores. 

La importancia de este nuevo criterio de análisis radica en que, en materia de protección 

al consumidor, es el proveedor quien tiene mayor información respecto del producto o servicio 

que está brindando; siendo que, no necesariamente, el consumidor financiero tiene conocimiento 

respecto de todas las medidas de seguridad que el proveedor debe brindar en favor de los 

consumidores; en ese sentido, es la autoridad quien entra en esta relación de asimetría 

informativa, imponiendo al proveedor la carga de evidenciar que las operaciones materia de 

controversia corresponden al patrón habitual de consumo; caso contrario, se sancionará a la 

entidad financiera por infracción al deber de alertar operaciones que, por su naturaleza irregular 

al historial de transacciones del cliente, posiblemente sean producto de un fraude. 

5.3 Problemas de interpretación de este nuevo criterio 

Para efectos de evidenciar que no existe una clara línea argumentativa por parte de la 

Comisión de Protección al Consumidor del Indecopi en la aplicación de este nuevo criterio, 

brevemente se detallarán los hechos relevantes de dos resoluciones emitidas por este órgano, 

en los cuales se realiza un análisis distinto respecto a la evaluación del patrón de consumo 
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cuando una parte de las operaciones cuestionadas fueron devueltas antes de la imputación de 

cargos por parte de la autoridad. 

5.3.1 Resolución Final N° 0278-2022/CC1 

La presente resolución versa sobre el caso del señor Larry Perez, quien interpone una 

denuncia administrativa ante el Indecopi, alegando que el Banco habría incumplido el deber de 

idoneidad recaído en el Código de Protección y Defensa del Consumidor, al no haber adoptado 

las medidas de seguridad pertinentes al permitir que se efectuaran tres (03) operaciones no 

reconocidas con cargo a la Cuenta de Ahorro en soles N° 0011 **** ** ******-3419 y una (01) 

operación no reconocida a la Cuenta de Ahorro en dólares N° 0011 **** ****** 8971, ambas de su 

titularidad. 

Por su parte, el banco en sus descargos, indicó que había realizado la devolución de las 

operaciones no reconocidas por los montos de S/ 6,550.00 y S/ 3,399.00 con fecha del 11 de 

mayo del 2021, solicitando se declare la improcedencia de la denuncia respecto de dichas 

transacciones, en atención a lo establecido en el artículo 108, literal f del Decreto Legislativo Nº 

1308.  

Asimismo, con relación a las dos operaciones no reconocidas restantes por US$ 8,000.00 

y S/ 9,989.00, el Banco indicó que fueron realizadas a través de Banca Móvil, con cargos a la 

cuenta de ahorros en dólares y soles respectivamente, siendo correctamente validadas por medio 

del mecanismo de token digital, mecanismo al cual dichas cuentas de ahorro se encontraban 

afiliadas. 

En ese sentido y, en virtud a la norma precitada, la Comisión tuvo a bien declarar la 

improcedencia de la denuncia respecto a las operaciones por S/ 6,550.00 y S/ 3,399.00. Y, 
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respecto a las otras dos operaciones, señaló que estas se realizaron válidamente; siendo que el 

Banco cumplió con adoptar todas las medidas de seguridad establecidas en la normativa 

sectorial. 

Al respecto, considero que, el análisis y conclusión a la que, finalmente, llegó la Comisión 

es correcta, en la medida que, este órgano se limitó a evaluar y emitir un posterior 

pronunciamiento respecto de las operaciones que no habían sido subsanadas; sin embargo, 

como se verá en el siguiente caso, no siempre la comisión llega a esta conclusión. 

5.3.2 Resolución Final N° 3674-2022/CC1 

En este caso, la señora Mendoza interpone una denuncia administrativa ante el Indecopi, 

en la medida que el Banco habría incumplido el deber de idoneidad recaído en el Código de 

Protección y Defensa del Consumidor al no haber adoptado las medidas de seguridad pertinentes 

al permitir que se efectuaran tres (3) operaciones no reconocidas con cargo a la Tarjeta de Crédito 

No 4919-****-****-7725 de titularidad de la denunciante: 

El banco en sus descargos señaló que, había realizado una devolución por el importe total 

de S/ 22,100.42 (veintidos mil cien con 42/100 soles), devolución que se le informó a la 

denunciante mediante la notificación de la Resolución No RE-00496-2022/DCF-RE, solicitando 

se declare la improcedencia parcial de la denuncia con relación a dos (02) de las tres (03) 

operaciones cuestionadas. 

La Comisión de Protección y Defensa del Consumidor, por su parte, acogió la 

recomendación de la Secretaría Técnica declarando improcedente por falta de interés para obrar 

dicho extremo de la denuncia interpuesta por la señora Mendoza.  
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Sin perjuicio de ello, este mismo órgano, en el numeral 72 de esta resolución señaló lo 

siguiente: 

“72. Al respecto, conforme se desarrolló en los párrafos precedentes (ver 

numerales 28 al 31), si bien ha quedado acreditado que la entidad bancaria 

devolvió́ los importes de S/ 9 900,00 y S/ 9 900,00, con anterioridad a la 

interposición de la denuncia, esta Comisión considera pertinente precisar 

que corresponde realizar la evaluación de dichas transacciones a fin 
de determinar si formaban parte del comportamiento habitual de 
consumo de la denunciante, en la medida que la devolución efectuada 
no se constituye en suficiente para declarar la improcedencia del 
presente extremo (patrón de consumo).” (Indecopi, Resolución N° 3674-

2022/CC1, 2022) 

De lo señalado en el numeral 72, se desprende que, para efectos del análisis del 

“comportamiento habitual de consumo de la denunciante”, si se evaluó las operaciones que 

habían sido devueltas; sin embargo, a mi criterio ello no debía ser materia de pronunciamiento 

por parte del Indecopi; toda vez que, dicho análisis se encontraba inmerso en un supuesto de 

improcedencia previa que legalmente impedía y/o extinguía la potestad administrativa del 

Indecopi para pronunciarse sobre el fondo de la materia controvertida. 

Es así  como, siguiendo el análisis del Indecopi, resulta contradictorio que, en principio la 

Comisión declare la improcedencia parcial de la denuncia por falta de interés para obrar y luego, 

incluya en el análisis sobre el deber de monitoreo y, posterior generación de alerta, las tres 

operaciones cuestionadas, aún cuando previamente se había declarado la improcedencia de dos 

de estas, pretendiendo imponer al Banco una multa ascendente a 14.50 UIT por un hecho que 

no debió ser invocado en el procedimiento. 
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Al respecto, en los siguientes párrafos, se desarrollarán las implicancias de la figura de 

improcedencia en el procedimiento administrativo cuando el proveedor denunciado subsana o 

corrige la conducta constitutiva de infracción administrativa con anterioridad a la notificación de 

la imputación de cargos, contenida en el artículo 108 del Decreto Legislativo 1308. 

5.4 La potestad sancionadora de la administración pública 

La potestad sancionadora conferida a la administración pública dota de competencia a las 

entidades administrativas del sector público a emitir pronunciamientos y disponer sanciones en 

los casos donde los administrados actúen en contravención de las disposiciones de carácter 

administrativo de nuestro sistema jurídico. Si bien lo antes mencionado no se encuentra regulado 

en un artículo específico de nuestro ordenamiento, el Tribunal Constitucional, a través de su 

jurisprudencia, se ha encargado de dotar de capacidad a la administración pública para ejercer 

el Ius Puniendi en materia administrativa. Esta facultad sancionadora se entiende como una de 

las prerrogativas fundamentales de la Administración. 

Este principio le permite a la Administración llevar a cabo procesos y/o, de ser el caso, 

imponer el castigo que corresponda al infractor con la finalidad de proteger los intereses de sus 

administrados, así como hacer valer la normativa sobre la cual recae su competencia. 

En materia de protección al consumidor, los procedimientos administrativos 

sancionadores encuentran su sustento en el artículo 65 de la Constitución, el cual señala: “El 

Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto garantiza el derecho a 

la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el mercado …” 

(Constitución Política del Perú, 1993). Es así como, la administración pública se encarga de velar 
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porque los proveedores de bienes y servicios actúen en concordancia con lo establecido en el 

Código de Protección y Defensa del Consumidor.  

Sin embargo, el Ius Puniendi Administrativo no es omnicompetente y se encuentra 

supeditado a las normas y/o principios que regulan la administración pública, como lo es el 

Principio de Legalidad, el cual establece que sólo las normas con rango de ley le pueden atribuir 

a las entidades públicas la facultad de sancionar o la tipificación de las sanciones/infracciones, 

es decir, la autoridad debe ceñirse a lo que establece expresamente la norma para ejercer la 

potestad sancionadora dentro de sus competencias, como lo establece claramente el artículo 3 

de la Ley N° 27444 al detallar entre los requisitos de validez de los actos administrativps a la 

competencia. 

Asimismo, es preciso señalar que, el Principio de Legalidad recogido por el artículo IV, 

numeral 1.1 del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo General, establece 

expresamente que “las autoridades administrativas deben actuar con respeto de la Constitución, 

la Ley y al Derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los fines 

para los que les fueron conferidas.” (Congreso del Perú, 2001). 

5.5 Supuestos en lo que se limita la potestad sancionadora de la administración 
pública: 

Es preciso señalar que, en materia de protección al consumidor, el Estado le confiere la 

potestad a la Administración de ejercer su acción punitiva, exceptuando los casos en los que se 

declare la improcedencia de la denuncia. Al respecto, el Decreto Legislativo N°1308, que modifica 

el Código de Protección y Defensa del Consumidor, artículo 108° inciso f), establece 

expresamente lo siguiente: 
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“(…) pondrán fin al procedimiento administrativo la resolución de la 

autoridad administrativa que declara la improcedencia de la denuncia de 

parte en los siguientes supuestos: 

(…) 

f) Si el proveedor subsana o corrige la conducta constitutiva de infracción 

administrativa con anterioridad a la notificación de la imputación de cargos.” 

(Poder Ejecutivo, 2016). 

Es pertinente resaltar además lo establecido en el artículo 321° del Código Procesal Civil: 

“Concluye el proceso sin declaración sobre el fondo cuando: 1) Se sustrae la pretensión del 

ámbito jurisdiccional (…)”. (Poder Ejecutivo, 1992). 

Por otro lado, es oportuno detallar el concepto de sustracción de la materia; siendo que, 

se produce la sustracción de la materia en el procedimiento cuando se extinguen los hechos que 

motivaron la presentación de la denuncia. A modo de ejemplo, en el caso en particular, al haber 

subsanado la materia controvertida con aterioridad a la imputación de cargos, se produjo la 

sustracción de la materia; toda vez que, el hecho que motivó la interposición de la denuncia 

desapareció cuando el proveedor devolvió parte de las operaciones cuestionadas.  

Asimismo, es pertinente considerar el concepto de interés para obrar como institución 

procesal: “El interés para obrar es una institución procesal surgida con la finalidad de analizar “la 

utilidad” que el proceso puede proveer a la necesidad de tutela invocada por las partes.” (Valdez, 

2010). 

Ahora bien, tal como ha sido mencionado anteriormente, la potestad sancionadora de la 

administración tiene límites a su ejercicio; siendo que cuando se alega la excepción de falta de 

interes para obrar, sustracción de la materio o improcedencia de la denuncia, la administración 

no prodrá emitir pronunciamiento alguno sobre la materia cuestionada. 
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En el caso materia de análisis, las operaciones fueron devueltas con anterioridad a la 

fecha de notificación de la resolución de imputación de cargos; es por ello que, habiendo 

subsanado los hechos que motivaron la presentación de la denuncia, se configuró la sustracción 

de la materia. En ese sentido, la Comisión debió concluir dicho extremo del procedimiento; sin 

embargo, en la Resolución Nº 3674-2022/CC1, contrariamente a lo señalado, la autoridad incluyó  

en el anális de monitoreo las operaciones previamente subsanadas, sin tener en consideración 

que, su potestad sancionadora se había visto limitada y; por ende, el Indecopi no tenía 

competencia para pronunciarse respecto de aquellas operaciones devueltas. 

Bajo la misma línea, es pertinente resaltar que según lo establecido en el artículo 321° del 

Código Procesal Civil, de aplicación supletoria al procedimiento administrativo sancionador, 

deberá ser declarado concluido sin declaración sobre el fondo los proceson en los cuales se 

sustraiga la materia. 

5.6 El Decreto Legislativo N° 1308: Cambios en la normativa del Código de 
Protección y Defensa del Consumidor  

Mediante Decreto Legislativo N° 1308 del 29 de diciembre de 2016, se modificó el Código 

de Protección y Defensa del Consumidor, siendo las modificaciones a los artículos N° 108 y N° 

112 pertinentes para el desarrollo de este caso. 

Para efectos del presente trabajo resulta relevante los artículos y literales resaltados en el cuadro 

anteriormente mencionado, siendo que: 

i. Respecto al artículo 108:  
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Sobre el particular es preciso señalar que en el Decreto Legislativo N° 1308 se 

incluyeron seis supuestos en los que la administración deberá declarar la 

improcedencia de la denuncia: 

f) Si el proveedor subsana o corrige la conducta constitutiva de infracción administrativa con 

anterioridad a la notificación de la imputación de cargos. 

ii. Respecto al artículo 112: 

El Decreto Legislativo N° 1308 eliminó el supuesto de subsanación previa como 

criterio atenuante para la imposición de una sanción, toda vez que la figura antes 

mencionada, en concordancia con el artículo 108, califica como un supuesto para 

declarar la improcedencia de la denuncia. 

Ahora bien, habiendo detallado las modificaciones realizadas al Código que resultan 

pertinentes en virtud al análisis del presente caso, es preciso mencionar que, de acuerdo a la 

Exposición de Motivos de la presente norma, estas modificaciones constituyen un incentivo para 

los administrados. Estos incentivos se ven reflejados cuando los proveedores son exonerados de 

la imposición de multas administrativas o de las medidas correctivas. Asimismo, es importante 

resaltar que, con esta modificación, la autoridad busca que se pueda brindar un mejor servicio a 

los consumidores promoviendo procedimientos más céres y eficaces en beneficio de estos 

últimos.  

Tanto la improcedencia por subsanación previa como la figura del allanamiento o 

reconocimiento buscan brindar incentivos a los proveedores, promoviendo que estos brinden una 

solución oportuna a los consumidores evitando llegar al término de un procedimiento largo y 

engorroso que puede durar hasta dos o tres años en segunda instancia.  
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5.7 Graduación de la Sanción 

Respecto a este punto es preciso señalar que, la debida motivación de las resoluciones 

administrativas es concebida como un principio procesal consagrado constitucionalmente, el cual 

a su vez integra el derecho a un debido proceso. 

Sobre el particular, la Sala Especializada en Protección al Consumidor, a través de la 

Resolución N° 3038-2013/SPC-INDECOPI del 13.11.2013, ha desarrollado los fundamentos a 

través de los cuales resulta válido declarar la Nulidad por Motivación Defectuosa de la Sanción, 

en mérito a lo siguiente: 

“14. Respecto de ello, es pertinente acotar que, dado que la Comisión 

señaló expresamente que, a pesar de no contar con información para 

establecer el monto exacto del ahorro en que consistió el beneficio ilícito, 

contaba con los elementos necesarios para arribar a un monto aproximado 

sobre la base de parámetros de razonabilidad y proporcionalidad, lo 
correcto hubiera sido que proceda a efectuar el análisis que enunció 
en su pronunciamiento, pues, de lo contrario, su motivación estaría 
compuesta por una fórmula vacía, incurriendo en una motivación 
aparente”. (Indecopi, Resolución N° 3038-2013/SPC-INDECOPI , 2013) 

Ahora bien, respecto al caso precitado, mediante Resolución Final N° 3674-2022/CC1, la 

Comisión sancionó al Banco con una multa de 14.50 Unidades Impositivas Tributarias (UIT), 

sanción que resulta desproporcionada, en atención a el perjuicio económico al que, finalmente, 

la señora Mendoza Michilot resultó expuesta.  

Al respecto, resulta oportuno, señalar que el artículo 112.3 del Decreto Legislativo N° 

1308, establece como criterios de graduación de la sanción, entre otros, los siguientes: 
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“Artículo 112.- Criterios de graduación de las sanciones administrativas. Al 

graduar la sanción, el órgano resolutivo puede tener en consideración los 

siguientes criterios:  

1. El beneficio ilícito esperado u obtenido por la realización de la infracción.  

2. La probabilidad de detección de la infracción. 

3. El daño resultante de la infracción. 
(...)”  

En el caso en particular, tal como bien interpretó en su momento la Comisión, el perjuicio 

económico al que la señora Mendoza estuvo expuesta radicó en S/ 9,900.00, en la medida que 

las otras dos operaciones cuestionadas fueron previamente abonadas a la denunciante antes de 

la imputación de cargos; en ese sentido, siguiendo la línea argumentativa del presente trabajo, 

estas dos operaciones no debieron incluirse en la medición del perjuicio económico de la 

denunciante. 

Ahora bien, el siguiente cuadro detalla cual es el análisis seguido por la comisión al 

momento de graduar la sanción y cuál es la posición del presente trabajo respecto al mismo 

análisis: 

 
Perjuicio económico Importe reflejado en UIT  

Nivel de afectación  

Resolución Nº 3674-2022/CC1 S/ 29,700.00 6 UIT Moderada 

Posición del alumno S/ 9,900.00 2 UIT Baja 

 

Habiendo mencionado ello, corresponde señalar que, la multa impuesta de 14.5 UIT no 

resulta acorde con la clasificación expresamente contenida en el Cuadro 16 del Decreto Supremo 

N° 032-2021-PCM; toda vez que, la Comisión debió imponer una multa de categoría baja, en la 

medida de que, la afectación a la consumidora fue de S/ 9,900.00, importe que constituye 2 UIT. 
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Sobre el particular, es preciso señalar que el cuadro antes mencionado detalla la 

categorización de los niveles de afectación al consumidor en concordancia con el tipo de 

infracción cometido por la entidad financiera; siendo que, en el caso en particular, al ser analizado 

por la Comisión de Protección al Consumidor, corresponde calificar como “baja” cuando el nivel 

de afectación pecuniaria se encuentra enmarcada dentro de las 3 UIT a 4 UIT.  

Ahora bien, para el año 2022, la UIT se encontraba fijada en S/ 4,600.00. En ese sentido, 

el rango de la categoría “baja” se encontraba entre los S/ 13,800.00 y S/ 18,400.00. En el caso 

materia de análisis, como bien ha sido mencionado, la presunta afectación fue de S/ 9,900.00; 

importe que se encuentra dentro de este rango. Siendo así  las cosas, de acuerdo al cuadro Nº 

19 del Decreto Supremo N° 032-2021-PCM, en los casos de afectación baja, corresponde 

imponer una multa máxima de 6.89 UIT:  

 

En ese sentido, se evidencia que, la multa impuesta vulnera el Principio de Razonabilidad 

de los actos administrativos, establecido en el artículo IV del Título Preliminar de la Ley Nº 

27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, toda vez que pretende aplicar, de 
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manera arbitraria y sin sustento coherente una multa de 14.5 UIT, sin que ello atienda a un criterio 

objetivo y debida motivación a partir de la cual se justifique la imposición de dicho monto. 

De dicho principio es posible desprender lo siguiente: 

En virtud al principio de proporcionalidad la Ley ha creado un parámetro al cual debe 

ceñirse la Administración, a fin de que los actos de gravamen que produzca contra los 

administrados sean realizados de manera legítima, justa y proporcional.   

A estos efectos, el principio de proporcionalidad contempla que toda disposición de 

gravamen (en este caso, la sanción administrativa) debe tener los siguientes límites: 

b.1. No debe desnaturalizar la finalidad para la cual le fue otorgada la competencia para 

emitir el acto de gravamen, es decir deberá aplicarse dentro de los límites de la facultad atribuida. 

b.2. El acto de gravamen deberá mantener una proporción entre los medios y fines, 

de modo que la autoridad no goza de una potestad discrecional al momento de decidir el tipo de 

gravamen aplicable, sino que deberá optar por aquél que sea más proporcional (e idóneo) a la 

finalidad perseguida por la norma legal. 

Finalmente, tal como ha sido evidenciado, en la Resolución Final Nº 3674-2022/CC1, se 

impuso una multa excesiva al Banco atendiendo al análisis erróneo de la Comisión que, asumió 

que dentro del análisis del deber de monitoreo debía incluirse tanto las operaciones subsanadas 

como las no subsanadas, vulnerando las implicancias de la figura de improcedencia establecida 

en el Decreto Legislativo 1308. 
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VI. Conclusiones y recomendaciones 

La inclusión del nuevo criterio adoptado por el Indecopi con relación al despliegue de todas 

las medidas de seguridad contenidas en la normativa sectorial, hayan sido o no invocadas por el 

cliente, corresponde un gran avance por parte de la autoridad; puesto que, este nuevo criterio 

tiene como finalidad mejorar las garantías de resguardo y protección de los ahorros de los 

consumidores financieros.  

Esta exigencia impuesta a las entidades financieras de adoptar las medidas de seguridad 

con relación al deber de monitoreo se refleja en el análisis realizado por el Indecopi cuando se 

presenta una denuncia por operaciones no reconocidas. Es decir, con este cambio de criterio, el 

análisis de la autoridad no solo se agota con la exigencia de acreditar la validez de las 

operaciones con los reportes de los sistemas internos; siendo que, actualmente se requiere que 

la entidad financiera acredite que su sistema de monitereo actuó en concordancia con el patrón 

o historial del consumo del cliente; teniendo en consideración que, si se evidencia una operación 

insual en el patrón de consumo de un cliente, la entidad bancaria tiene como abligación realizar 

el bloqueo preventivo de forma oportuna, con la finalidad de evitar perjuicios económicos futuros.  

Ahora bien, sin perjuicio de lo antes mencionado, resulta importante tener en 

consideración que la adopción de este nuevo criterio, atendiendo al principio de legalidad 

contenido en el artículo IV de la Ley del Procedimiento Administrativo General, no puede 

inobservar los fundamentos procedimentales contenidos en el Decreto Legislativo Nº 1308 que 

modifica el Código de Protección y Defensa del Consumidor. No obstante, como ha sido 

evidenciado de las resoluciones de la Comisión señaladas en el presente trabajo, el Indecopi no 
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mantiene un criterio claro respecto de cómo resolver en los casos en llos que se alega 

improcedencia por subsanación previa. 

Actualmente, el uso de este nuevo criterio dentro de las resoluciones de la Comisión de 

Protección al Consumidor del Indecopi viene transgrediendo la figura de improcedencia por 

subsanación previa en los casos en los que el proveedor acredita la corrección del hecho infractor 

antes de la imputación de cargos; en la medida que, la autoridad administrativa incluye en el 

análisis del patrón de consumo del cliente, estas operaciones subsanadas con anterioridad a la 

imputación de cargos, aún cuando la figura de improcedencia tiene como consecuencia el fin del 

procedimiento administrativo, respecto del extremo imputado.  

En consecuencia, en virtud a la figura de improcedencia, el Indecopi debería ver limitadas 

sus facultades sancionadoras y, por tanto, debería restringirse de emitir pronunciamiento alguno 

respecto de estas operacione subsanadas con anterioridad a la imputación de cargos; siendo 

que, estas no deberían ser materia de análisis para la gradución de la sanción. 

La inclusión del nuevo criterio adoptado por el Indecopi con relación al despliegue de todas 

las medidas de seguridad contenidas en la normativa sectorial, hayan sido o no invocadas por el 

cliente, corresponde un gran avance por parte de la autoridad; puesto que, este nuevo criterio 

tiene como finalidad mejorar las garantías de reguardo y portección de los ahorros de los 

consumidores financieros.  
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